Radicación: 66001-22-04-000-2019-00028-00

Accionante: Fernando José Muñoz Duque  

Accionado: Juzgado 6º Penal Mpal. de Garantías y otro
Decisión: Declara improcedente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / CUANDO EL PROCESO IMPUGNADO SE ENCUENTRA EN CURSO / LAS DISCREPANCIAS DEBEN ALEGARSE DENTRO DE ÉL.
… el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. 

Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez de tutela. (…)
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales”. (…)
Conforme viene de verse, se puede apreciar que es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional, que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente. (…)
De lo antes expuesto se desprende que lo pretendido por el accionante, es obligar al Juez de tutela a que haga un análisis probatorio que en el marco de sus competencias no está llamado a hacer, ya que tal controversia deberá ser objeto de litigio que se ha de adelantar en la fase procesal del juzgamiento ante los Jueces competentes. 

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, resulta evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que el accionante pretende usar la acción de tutela como mecanismo para agilizar la obtención de los resultados que se esperan del proceso ordinario, o como una tercera instancia de lo allí decidido preliminar y preventivamente.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el abogado Jaime Ángel Londoño, quien actúa en calidad de apoderado judicial del señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE, en contra del JUZGADO SEXTO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTIAS y el JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO, ambos de Pereira, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, contradicción y defensa.
ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes para efectos de adoptar la correspondiente decisión, según lo consignado en el libelo petitorio, los siguientes: 

· El señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE fue elegido como Alcalde del municipio de Dosquebradas, Risaralda, para el período comprendido entre el 01 de enero del año 2.016 y el 31 de diciembre de 2.019.

· En las calendas del 04 de septiembre del año 2.018, mientras el ciudadano MUÑOZ DUQUE se encontraba ejerciendo como Alcalde en su Despacho, ubicado en el Centro Administrativo Municipal CAM, fue capturado por agentes del CTI de la Fiscalía General de la Nación, con ocasión de una orden de captura proferida por el Juzgado 71 Penal Municipal con Función de Control de Garantías de la ciudad de Bogotá el 01 de septiembre de 2018, por solicitud que en ese sentido le hiciera la Fiscalía 33 Especializada Anticorrupción de esa ciudad, en audiencia reservada.

· El día 5 de septiembre de 2.018 se dio inicio a las Audiencias concentradas de Legalización de Captura, Formulación de la Imputación y Solicitud de Medida de Aseguramiento, las cuales fueron celebradas ante el Juzgado Séptimo (Sic.) Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira. En esa oportunidad se decretó la legalidad de la captura.
· El 6 de septiembre de 2.018 se dio inicio a la Audiencia de Formulación de Imputación, donde se le dio el uso de la palabra al Fiscal 33 Seccional Anticorrupción de la ciudad de Bogotá, quien realizó la individualización e identificación de las personas en contra de las cuales se formularían cargos, entre las que se encontraba el señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE. 
Paso seguido, el Delegado del Ente Acusador señaló que el contexto general de la investigación y los hechos materia de imputación, tenían que ver con el hecho de que en el municipio de Dosquebradas, Risaralda, se había “enquistado” una “empresa criminal”, conformada no sólo por servidores públicos adscritos de la administración del señor MUÑOZ DUQUE, sino también por particulares que suscribieron convenios de asociación con el municipio, pese a ser entidades que no tenían idoneidad ni experiencia para ejecutar dichos contratos, siendo su propósito el de apropiarse de los recursos del municipio, razón por la cual comenzaron a suscribir y expedir certificaciones de experticia, cotizaciones y resoluciones de idoneidad falsas, pretendiendo dar visos de legalidad a contratos que no cumplían con los requisitos legales, todo lo cual se generó en virtud a una relación de amistad habida entre el Alcalde y el señor JULIÁN ANDRÉS VALENCIA, administrador de todas estas fundaciones. En ese orden, como la modalidad era la de apropiación, el “modus operandi” de la organización era el consistente en suscribir convenios de asociación bajo una modalidad de contratación directa, impropia del régimen estatal de contratación.
Aunque la “empresa criminal” suscribió 9 convenios entre los años 2016 y 2018, por valor de $3.755’000.000, la imputación se realizó únicamente frente a 4, en los que ya se logró realizar con precisión análisis contables que dan cuenta del detrimento generado con los mismos, estos son: Convenio # 517, # 740, # 803 y # 874, concluyendo que el desfalco ascendió a los $1.039’959.664.  
Indicó el accionante que en la misma intervención, el Delegado de la Fiscalía realizó un precario análisis sobre el marco jurídico que operaba para la época de los hechos –2016- en relación con el tema de la contratación, afirmando que se incurrió por parte de los imputables en la conducta de “contrato sin cumplimiento de requisitos legales” por incumplir con las exigencias del Decreto # 777 de 1992 (vigente para la época en que se suscribieron los contratos),  derogado por el Decreto 092 de 2017, la Ley 489 de 1998 y la Constitución. 
Frente a la responsabilidad del señor MUÑOZ DUQUE, dijo la Fiscalía que la misma estaba relacionada con los lazos de amistad que lo unían con el señor JULIÁN ANDRÉS VALENCIA, y su interés por favorecer a este último; además, porque si bien, mediante una resolución había delegado en los Secretarios del Despacho lo concerniente a la contratación, esa delegación era meramente formal, pues en últimas era él, junto con algunas personas de su equipo asesor, quienes dirigían el proceso. 
Bajo los anteriores criterios, el Ente Acusador le enrostró al señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE los presuntos punibles de interés indebido en la celebración de contratos, contrato sin cumplimiento de los requisitos legales, peculado por apropiación agravado y concierto para delinquir agravado, todos en calidad de autor, con circunstancias de mayor punibilidad contenidas en el artículo 58 numeral 1 y 9, y además de menor punibilidad, consagrada en el artículo 55 numeral 1. 
· Posteriormente se dio inicio a la audiencia de Solicitud de Medida de Aseguramiento, en la que el Fiscal, con el fin de soportar su solicitud, indicó que el señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE, por ser el representante legal del municipio y la máxima autoridad del mismo, había intervenido escogiendo con quién se iban a contratar esos convenios, buscando siempre favorecer a su amigo JULIÁN ANDRÉS VALENCIA, tal como lo expresó en diligencia de interrogatorio quien fungía como Secretario de Gobierno de Dosquebradas, JOHN FREDY AGUIRRE, afirmando que “la contratación en el municipio de Dosquebradas era seleccionada directamente y amañada por el señor alcalde de Dosquebradas, él decía con quien se celebraba y con quien no se contrataba”
Frente a la solicitud de la medida de aseguramiento impetrada por el Instructor, se pronunció en su oportunidad el anterior abogado defensor del señor MUÑOZ DUQUE, quien se opuso a la misma, para lo cual explicó el funcionamiento contractual de la administración municipal de Dosquebradas, la legalidad en la figura de la “delegación” para la ordenación del gasto, todo con el fin de ilustrar a la Judicatura y desvirtuar la supuesta participación del señor FERNANDO JOSÉ en las supuestas irregularidades que se le endilgan.  
De igual manera, puso de presente un documento o acta suscrita por el aludido exsecretario de Gobierno, JHON FREDY AGUIRRE, relacionada con una reunión de verificación y seguimiento de la delegación contractual entre él y el Alcalde, en la cual quedó consignado que: “se deja constancia que los inconvenientes que no sean reportados en la presente reunión exoneran de responsabilidad al alcalde municipal, una vez revisada la información y el detalle que entrega la Secretaría se manifiesta que a la fecha en la contratación que le ha sido delegada no existe ningún problema para reportar al despacho”, con ello, pretendía el Letrado demostrar la contradicción del testigo en la entrevista descubierta por la Fiscalía, en la que había asegurado el señor AGUIRRE que, cuando ejerció como Secretario de Despacho, jamás le pidieron ningún tipo de informe al respecto, lo que se contrapone con lo consignado en el acta donde se refleja que el Alcalde, en ejercicio de control y vigilancia, recibió información errada por parte del señor JHON FREDY.
Además, para afianzar su posición, el Defensor presentó múltiples circulares de la Oficina Jurídica y el Despacho del Alcalde, en las que se daban directrices sobre la contratación, ciñéndose a la normatividad vigente, presentó informe de la Oficina de Control Interno de Gestión del municipio en el que no se reportaban irregularidades en los convenios, presentó actas de algunos Consejos de Gobierno en los que tampoco se realizó el reporte debido, presentó entrevistas realizadas a Secretarios y Directores de entidades descentralizadas del municipio, en las que se desvirtúa lo sostenido por la Fiscalía en cuanto al manejo irregular de la contratación por parte del Alcalde. 
El abogado también hizo mención al Decreto 179 de 2.015, que contenía las funciones para la época en la que el testigo JOHN FREDY AGUIRRE fungía como Secretario de Gobierno, entre las que se encontraba la obligación de éste de informarle al Alcalde las irregularidades que se presentaran en el ejercicio de sus funciones, lo cual nunca hizo.

Asimismo, presentó multiplicidad de contratos celebrados por RITA INÉS VELÁSQUEZ CIFUENTES y JUAN CARLOS VELÁSQUEZ CIFUENTES con el Aeropuerto Matecaña y la Alcaldía de Pereira, para acreditar que ambos son ampliamente reconocidos por ejecutar actividades relacionadas con los Convenios reprochados.

Con respecto a una declaración que rindiera la ciudadana LUZ STELLA CANO OSPINA, miembro de la junta directiva de la Fundación Protectora de los Animales y del Medio Ambiente, y además Jueza Segunda Civil Municipal de Dosquebradas, en la que manifestó abiertamente que le había solicitado al Alcalde que contratara en forma directa con esa Fundación, indicó el Letrado que el señor FERNANDO JOSÉ no accedió, por concepto del mismo Secretario de Gobierno, quien consideró que existía una inhabilidad que prohibía a los servidores públicos suscribir contratos con el Estado. Por lo que demostró que para la vigencia del 2017, cuando hubo un cambio de Secretario de Gobierno, sí se contrató con la Fundación Protectora de los Animales y del Medio Ambiente, toda vez que el Funcionario entrante consideró que tal inhabilidad no existía.

Por otra parte, el abogado hizo referencia en su intervención a un audio presentado por la Fiscalía, el cual contenía una grabación hecha por el señor JHON FREDY al Alcalde, con la cual pretendía inducir a este último a hacer manifestaciones que lo comprometieran con el supuesto direccionamiento contractual, obteniendo resultados infructuosos; de aquella, sostuvo el accionante, se pueden extraer apartes que contrarían la teoría del Ente Acusador.

Finalmente, el defensor hizo referencia a una entrevista rendida por el coimputado JULIÁN ANDRÉS VALENCIA ARIAS, en la que aseguró que él no es amigo del Alcalde, que nunca se reunió con él, y únicamente utilizaba su nombre sin que este tuviera conocimiento de ello.

· Encontrándose ad portas de adoptar la correspondiente decisión, la señora Jueza Sexta Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías efectuó los siguientes análisis:
En primer lugar, con respecto a la inferencia razonable de autoría del señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE, aseguró que la figura de la delegación no exime de responsabilidad a quien ostenta el deber de ejecutar la función de orientación, vigilancia y control de sus subalternos, precisamente en virtud del principio de coordinación administrativa. También tuvo en consideración el interrogatorio rendido por parte del Exsecretario de Gobierno Municipal, JOHN FREDY AGUIRRE GIRALDO, quien sostuvo que la contratación en el municipio de Dosquebradas para la vigencia del 2016, se manejaba a cargo del Alcalde y su grupo asesor, o sea, que no se movía un solo papel sin el visto bueno del Alcalde, y que dichos convenios ya venían amarrados él. Tales afirmaciones le permitieron a la Togada inferir que el señor MUÑOZ al parecer sí tenía conocimiento de los Convenios que se llevaban a cabo.  
Así mismo, la Jueza hizo referencia a lo dicho por el señor JHON FREDY en relación con la celebración del Convenio de Asociación Nro. 803 de 2016, sobre el cual expuso el mencionado ciudadano que en su Despacho recibió para esas fechas un paquete de documentos con estudios previos para la celebración del mismo con la “Fundación Visión”, y la orden del alcalde de darle celeridad a dicho contrato, pese a que la actividad a realizar la venía desarrollando de manera consecutiva la Asociación Protectora de Animales de Dosquebradas, por lo que se dirigió al Despacho del Alcalde para expresarle que también contaban con esa propuesta, la cual era interesante y conveniente para el municipio, pero este no accedió y resolvió celebrar el contrato con la primera. 
Tal hipótesis mereció la credibilidad de la Jueza de primer nivel según la exposición de sus argumentos, pues los dichos del testigo de cargos fueron apoyados por la Directora de la Sociedad Protectora de Animales en su declaración, además su criterio fue el consistente en que la información entregada por este a la Fiscalía era concordante con las evidencias recolectadas por la FGN, y que de aquella no se desprendía un ánimo vindicatorio en contra de los imputados. 
Contrariamente, discurrió el aquí accionante que lo dicho por el Testigo es contradictorio y mendaz, porque no tiene sentido que éste de fe de las irregularidades y desviación de recursos presentadas en la etapa previa a la celebración del Convenio # 803, y que según él le generaron preocupación desde el inicio, pero se desentienda con respecto a su ejecución. Ello, en sentir del accionante, demuestra que la Jueza no aplicó para su análisis las reglas de la sana crítica, para soportar una medida restrictiva de la libertad.

Además, en lo que toca con las declaraciones de la señora LUZ STELLA, la Judicatura omitió pronunciarse frente a las observaciones hechas por el Defensor, pasó por alto que esa ciudadana, siendo Juez de la Republica, se dirigió al alcalde con el fin de obtener un convenio para beneficiar a su Fundación. Además, obvió que para el año 2017, cuando hubo un cambio de Secretario de Gobierno, sí se contrató con la Protectora, lo que pone en duda que haya sido por criterio del Alcalde que no se contrató inicialmente con esa Institución.
De igual manera, la Jueza acogió la teoría concerniente a la relación de amistad entre FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE y el administrador de la Fundación favorecida con los contratos supuestamente irregulares, JULIÁN ANDRÉS VALENCIA (quien ha aceptado gran parte de los delitos que se ha enrostrado en su contra), de conformidad con los elementos de prueba habidos en la actuación, valiéndose para ello, entre otras cosas, de una fotografía donde aparecen ambas personas, una detrás de otra, pero ese elemento no fue puesto en conocimiento de la Defensa. 
Pero pasó por alto la Funcionaria la entrevista al señor JULIÁN ANDRÉS presentada por la Defensa, en la que dijo que no tenía ningún tipo de relación de amistad con el Alcalde y que sólo usaba su nombre para cometer actividades ilícitas, sin embargo la Judicatura presumió que si había una amistad basándose en interceptaciones de las llamadas telefónicas en las cuales nunca participó el señor FERNANDO MUÑOZ.

Por otra parte, hizo referencia la Directora de la Audiencia a una conversación fechada el 15 de noviembre de 2017, en la que el Alcalde habla con un hombre desconocido, diálogo que hace reflexionar sobre el conocimiento que tenía ese Funcionario sobre las irregularidades en los convenios.
No obstante, aseguró el accionante que la grabación a la que hizo alusión la Funcionaria Judicial jamás fue exhibida por la Fiscalía, con lo que obviamente se les impidió a los Defensores en esas Diligencias controvertir su contenido, lo que permite concluir que el análisis de esas grabaciones fue hecho por la Jueza desde su discernimiento personal.
Tampoco se dijo nada en esa oportunidad por parte de la Jueza, en relación con el documento presentado por la defensa donde se evidencia que al señor JOHN FREDY sí se le requirió informe sobre su gestión contractual, a pesar de que dicha valoración era fundamental para adoptar la decisión, pues al testigo de cargo se le asignó una credibilidad que no merecía. 
El Letrado es del criterio entonces que la Jueza de Control de Garantías se alejó de la lógica jurídica, constituyendo una vía de hecho al decir que “resulta inaceptable que la cabeza visible no tuviera conocimiento que la Fiscalía y Contraloría estaban requiriendo documentación de los Convenios”, piensa el actor que tal situación no debió generar incertidumbre en el Servidor Público, porque es muy común que los entes de control requieran documentación relacionada con el gasto del patrimonio público pues es su función constitucional, y ello no significa que él tuviera que conocer de irregularidades en la ejecución de los Convenios auditados.
Además, la Jueza en su decisión de decretar la imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva en contra del señor FERNANDO MUÑOZ, se fundó también en lo dicho por el señor JHON FREDY, quien señaló que estaba recibiendo amenazas, afirmación frente a la cual la Defensa presentó información útil y valiosa que desvirtúa esos dichos. 
En conclusión, la Jueza accionada para sustentar su decisión realizó apreciaciones que no corresponden a la realidad procesal, no valoró la totalidad de las pruebas allegadas por la Defensa, tampoco efectuó un análisis relacionado con la inferencia razonable de autoría o participación del señor FERNANDO MUÑOZ en la supuesta empresa criminal, con ello, incurrió en un defecto fáctico por omisión de la valoración probatoria de uno o varios medios de convicción, defecto que tiene incidencia en la medida que, si hubieran sido estudiados, la decisión hubiera sido diferente y favorable al señor MUÑOZ DUQUE. 

· La decisión adoptada por el Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías fue objeto del recurso de apelación, en la que se deprecó ante el Ad Quem la revocatoria de la medida de aseguramiento de detención intramural, pedimento que se fundamentó en el reporte que el 11 de octubre de 2016 hiciera el testigo de cargos ante su jefe inmediato, FERNANDO MUÑOZ, donde le aseguró que no avizoraba irregularidades en la contratación, junto con la afirmación hecha en su testificación, al decir que nunca se le pidieron cuentas al respecto, lo que pone en evidencia sus mentiras.
Considera el accionante que con los argumentos expuestos en su apelación, y los elementos recolectados por la Defensa, que además tienen igual validez que los obtenidos por la Fiscalía, contaba el Juez de segundo grado con herramientas suficientes para dejar sin peso esa decisión equivocada, y cimentada en errores de hecho, por lo que rogó que se estudiara con detenimiento si la imposición de la medida de aseguramiento era realmente necesaria. 

· En las calendas del 13 de diciembre de 2018, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira adoptó la decisión de segunda instancia, confirmando todo lo resuelto por el Despacho de primer nivel, sin embargo, sugirió el actor que también la Togada titular del Despacho incurrió en un defecto sustantivo o material, pues en su análisis aplicó normatividad que no se encuentra vigente en materia de servicios públicos, invocó aspectos que no fueron esbozados por ninguna de las partes y emitió un juicio de valor descalificando aspectos fundamentales del argumento de la defensa, haciendo señalamientos, como que el Alcalde fingió realizar seguimiento a la contratación, que la delegación es un engaño, y que las actas no demuestran el seguimiento que el Alcalde debía hacer, lo que según criterio del accionante, no tiene soporte probatorio.
Sostuvo de igual manera la Funcionaria Judicial de segundo grado que, en el caso puesto bajo su conocimiento, sí se satisfacían los requisitos de los artículos 306 y 308 del CPP para imponer la medida de aseguramiento de detención en establecimiento de reclusión, pues de los EMP y EV se logró inferir que los imputados son probablemente coautores de las conductas delictivas que se les han enrostrado. Además, por la cantidad de la pena imponible, es probable que los imputados se encuentren tentados a no asistir a las audiencias subsiguientes, o estar prestos a cumplir las sanciones penales del caso si se llegare a demostrar su responsabilidad. 

El accionante no está de acuerdo con esas afirmaciones que son producto de unas especulaciones de la Jueza Ad quem, y parten de su conocimiento subjetivo, máxime cuando no hay elementos que permitan inferir que el señor FERNANDO haya mostrado interés de obstruir la justicia, o que implique un peligro para la prueba, ni mucho menos que tenga interés en no comparecer al proceso, dado que siempre ha estado presto a colaborar con el ente acusador, permitiendo el acceso a la documentación que este ha solicitado. 
Finalmente en el escrito de tutela manifestó que se han vulnerado los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y legalidad del señor FERNANDO MUÑOZ, pues se profirieron decisiones tanto en primera como en segunda instancia sin el lleno de los requisitos exigidos por la Constitución y la ley con respecto a la inferencia razonable de autoría, y a la configuración del elemento subjetivo, los cuales son necesarios para la imposición de una medida de aseguramiento restrictiva de la libertad. 
Insistió en que ambas instancias valoraron los argumentos y evidencia aportada por el Órgano Instructor, e incluso valoraron evidencias que no fueron exhibidas y discutidas en audiencia, sin darle ningún valor o si quiera pronunciarse sobre las evidencias de refutación aportadas por los defensores de los imputados en especial del señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE.
Señaló que agotó los recursos ordinarios para solicitar la no imposición de la medida de aseguramiento por lo que la tutela funge como el único mecanismo para que sus derechos fundamentales sean respetados.
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó el Letrado accionante que se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y legalidad, declarando que las jueces de primera y segunda instancia incurrieron en vías de hecho en sus decisiones, por no haber analizado y abordado las evidencias y argumentos aportados por la defensa, y en consecuencia de ordene la libertad inmediata del señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE.
Como medida provisional, solicitó la suspensión de la realización audiencia de formulación de acusación hasta que se profiera fallo debidamente ejecutoriado de la presente acción de tutela, con el fin de proteger los derechos fundamentales aducidos como vulnerados y que seguirán siendo afectados si se continúa con el trámite de la audiencia de formulación de acusación.

TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se recibió en el Despacho el 15 de febrero del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento en contra de los Juzgados Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías y Segundo Penal del Circuito, ambos de Pereira. Además, se ordenó la vinculación de todas las partes y sujetos procesales intervinientes dentro de la actuación penal demandada, tanto los demás procesados y sus respectivos Defensores, como la Fiscalía, Procuraduría y Representante de Víctimas.
En el mismo auto se negó la medida provisional solicitada por el accionante, debido a que a juicio del Despacho no se daban los presupuestos para la concesión de la misma pues, a no evidenciarse el perjuicio cierto e inminente que la medida presupone, y creara un estado irrecuperable que implicara una decisión transitoria sobre el asunto. 
Además, se indicó en ese proveído que la pretensión señalada por el accionante como medida preventiva no tenía vocación de prosperar, toda vez que la audiencia de Formulación de Acusación fijada para el día 12 de febrero de 2.019 ante el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, no se llevó a cabo y además se encontraba interrumpida porque el titular de ese Despacho, después de instalar la audiencia, se declaró incompetente para conocer de la actuación, atendiendo al factor territorial.

Además, acceder a la petición del accionante sería pretermitir los trámites ordinarios del proceso a través de la tutela, obviando que los términos procesales siguen corriendo, por lo que suspender la Audiencia de Acusación, sería equivalente a permitir que los mismos siguieran avanzando, corriendo el riesgo de obtener por parte del señor MUÑOZ DUQUE una libertad por vencimiento de términos.
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:

SECRETARÍA JURÍDICA DEL MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS: Señaló que frente a la presunta vulneración de los derechos fundamentales del señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE, el municipio de Dosquebradas no es responsable de las acciones u omisiones adelantadas por los Despachos judiciales demandados, pues no es el Ente territorial quien desconoce los presuntos quebrantos alegados por el accionante lo que da lugar a que se configure una falta de legitimación en la causa por pasiva. 
JUZGADO SEXTO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTIAS: Expresó que efectivamente le correspondió a esa Célula Judicial efectuar las audiencias preliminares de Legalización de Captura, Formulación de Imputación y solicitud de Medida de Aseguramiento frente al alcalde de Dosquebradas FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE, las cuales se llevaron a cabo por solicitud de la Fiscalía 33 Especializada de Bogotá durante los días 5, 6, 10, 17, 18 y 21 de septiembre de 2018, en dicho trámite se decretó la medida de aseguramiento privativa de la libertad en establecimiento carcelario en contra del accionante, la cual fue apelada por la defensa y confirmada por la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira.
Explicó que en el devenir de esas diligencias concentradas, ante la extensa exhibición de evidencias, audios, y abundante documentación probatoria, se acordó por consenso entre los sujetos procesales y la Representante del Ministerio Público, escuchar varios audios connotados, y que los restantes serían puestos en consideración a la hora del traslado correspondiente. Además indicó que en el minuto # 19.6 del audio No. 7 se escucha al Fiscal reiterar que todos los audios serían puestos en disposición de los demás intervinientes, tal y como se había acordado antes, afirmación frente a la cual ninguno de los presentes hizo reparo alguno o intervino para desvirtuar el conocimiento que se tenía sobre el acuerdo.

De igual forma, contó que luego de que se profirió la decisión y la Defensa interpuso el recurso de apelación, intervino la representante del Ministerio Público frente al mismo, indicando que no era cierto que algunos EMP no fueron llevados a la audiencia, pues la Fiscalía si los presentó e hizo mención en innumerables momentos de los mismos, además, aunque no todos los audios fueron oídos en las diligencias, la FGN los puso a disposición de todas las partes para que fueran analizados, por lo que no hubo sorprendimiento frente a este punto.
Asimismo, argumentó en su Defensa la Togada que todos los Defensores tuvieron la oportunidad de analizar el caudal probatorio entregado por el Ente Acusador, pues incluso, cuando se les corrió traslado de los audios y todo el acervo de evidencias, se les otorgó dos días para su estudio, posteriormente solicitaron dos días más debido a la imposibilidad en ese lapso de valorar todo el material, solicitud a la que accedió el juzgado a pesar de que los profesionales no habían dado el uso debido a los primeros dos días, pues fueron intermitentes en comparecer a la Sala donde estaban los elementos y estuvieron a destiempo para estudiar las evidencias.

Por otra parte, expresó que ella respondió a cada uno de los argumentos que dirigió la Defensa para desvirtuar la inferencia de autoría del señor FERNANDO JOSÉ, quien enfatizó en la delegación que el Alcalde había efectuado en su Gabinete y alegó la confianza legítima que su representado había depositado en ellos a la hora de la celebración de los contratos, postura que no fue acogida por el Despacho, indicando claramente las razones de hecho y de derecho en que fundó su decisión.
Recalcó que ese Estrado Judicial valoró también las evidencias y el material probatorio ofrecidos por la Defensa del tutelante, y el audio que según él fue desconocido por el Juzgado, contrariamente formó parte del material de prueba sometido a consideración y estudio para proferir la decisión cuestionada, pero el mismo condujo a concluir una eventual autoría en sede preliminar de los cargos imputados y posteriormente estimar necesaria, adecuada y proporcional la medida cautelar de aseguramiento

Dijo además que al recaer la tutela sobre puntos y alegatos que ya fueron resueltos de fondo en sede ordinaria, se puede denominar a esta acción de tutela como una tercera instancia interpuesta por la Defensa, al no haber encontrado decisión favorable a su discurso, ni en primera, ni segunda instancia. 
Por lo expuesto, solicitó que se niegue por improcedente el amparo impetrado por el accionante, debido a que no existe un error legal o constitucional objetivo con el cual se limitaran los derechos fundamentales del señor FERNANDO JOSE MUÑOZ DUQUE. 
FISCALÍA 33 ESPECIALIZADA CONTRA LA CORRUPCIÓN: En primer lugar, contextualizó que el día 04 de septiembre de 2018, al señor MUÑOZ DUQUE y a otras 10 personas más, se les hizo efectiva las ordenes de captura proferidas por el Juzgado 71° Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Bogotá, Despacho que en audiencia del 01 de septiembre de 2018 había verificado el cumplimento de los requisitos para la expedición de dichas órdenes, entre estos la inferencia razonable de autoría y participación y la necesidad y urgencia de las mismas.

El día 05 de septiembre de 2018, se dio inicio a las audiencias preliminares concentradas ente el Juzgado Sexto Penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira, en donde se le impartió legalidad a la captura, se formuló imputación e imposición de medida de aseguramiento, pues el criterio de la Fiscalía, estaban dados los presupuestos de inferencia razonable frente a la comisión de las conductas delictivas investigadas, decisión que mereció el aval de la Juez de Control de Garantías. 

Señaló que las diligencias duraron 15 días, de los cuales, 6 se le concedieron a los abogados Defensores para que analizaran el traslado de los EMP realizado por la Fiscalía, entre los que se encontraban soportes de las etapas de los convenios reprochados, informes, registros fotográficos, audios productos del monitoreo de abonados telefónicos, entrevistas, declaraciones, interrogatorios, información recuperada producto de trasmisión de datos, entre otros elementos recaudados a lo largo de la investigación, los cuales fueron objeto de legalización mediante audiencias de control posterior. 
Aseguró que el Juzgado Sexto Penal Municipal de Garantías de Pereira, examinó la necesidad, proporcionalidad y razonabilidad de la medida, y la decisión fue objeto de recurso de apelación por parte de la Defensa, quien sustentó y presentó su inconformidad con la decisión emitida, y en calidad de no recurrentes, la Fiscalía y el Representante del Ministerio Público presentaron las razones por las cuales consideraban que no debía modificarse la imposición de la medida de aseguramiento.

La apelación fue resuelta por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, Despacho que apreció la valoración probatoria del Ente Acusador y la de la Defensa, arrojando como resultado la confirmación de la medida de aseguramiento proferida por la Juez A Quo.

Anotó que ese Delegado ya presentó el correspondiente Escrito de Acusación ante el Centro de Servicios Judiciales del SPA de Pereira, estándose a la espera de que la Sala resuelva la definición de competencia sobre qué Juez deberá conocer del asunto, para así dar inicio a la audiencia de Formulación de la Acusación. 
Aseguró que la medida de aseguramiento privativa de la libertad fue debidamente decretada, atendiendo los parámetros establecidos en el artículo 308 de la Ley 906 de 2004, pues para ese momento procesal el grado de conocimiento de la inferencia razonable se presentaba, y se reunían los requisitos exigidos para la procedencia de la medida de aseguramiento.

Puntualizó que no es la instancia de la acción de tutela el procedimiento idóneo para hacer un debate probatorio frente a los hechos materia de investigación, o un análisis de las conductas punibles imputadas, pues esa discusión jurídica y probatoria tiene sus etapas en el proceso penal, máxime cuando no se presenta ninguno de los requisitos generales ni específicos de procedencia de esta acción contra decisiones judiciales. A lo cual se debe aunar que actualmente el proceso se encuentra en curso, lo que deja entrever que no se han agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, como lo sería una solicitud de revocatoria de la medida de aseguramiento o el mismo juicio. Además, las decisiones de las funcionarias judiciales, fueron debidamente motivadas, razonadas y ajustadas a derecho.

En ese orden de ideas, pidió que se despache de manera desfavorable la presente acción constitucional 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala establecer si, como afirma el apoderado judicial del señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE, alguno de los involucrados en el presente asunto ha vulnerado los derechos fundamentales de su prohijado en el devenir del proceso penal que en la actualidad se adelanta en su contra, y en las decisiones que allí se han adoptado, en especial en lo concerniente a aquellas por las cuales se encuentra privado de su libertad, con ocasión de la medida de aseguramiento de detención preventiva deprecada por el Ente Acusador.

· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”.

En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. 

Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez de tutela. 

De este modo se materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto. 
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

De igual manera, dijo ese Alto tribunal en la Sentencia SU-026 de 2012 que:
“Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. 

Igualmente, en la Sentencia SU-424 de 2012 señaló que: 

“(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten [47]”.” 

Todo lo anterior, encuentra su justificación en la necesidad de respetar los principios de autonomía judicial, del juez natural y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia. Así las cosas, es necesario indicar que la jurisprudencia constitucional, a fin de unificar criterios, ha establecido una serie de requisitos generales y otros de carácter específico, sin los cuales, la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:
Requisitos generales para la procedencia de las acciones de tutela en contra de providencias judiciales
: 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. (…)
 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. (…) 
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración.  (…)
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  (…)
 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible.  (…)
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela.  (…)”
Conforme viene de verse, se puede apreciar que es requisito indispensable para la procedencia de la acción constitucional, que quien la invoca haya agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial, y que además las actuaciones que a través de la solicitud de amparo reclama hayan sido expuestas al interior del proceso judicial infructuosamente.  

En ese orden de ideas, es plausible afirmar que evidentemente el primer escenario con el que contaban y aun cuentan los accionantes para lograr la protección de sus derechos fundamentales es al interior del proceso penal, siendo la tutela el último mecanismo judicial al que debe acudir un ciudadano para buscar la protección de sus prerrogativas constitucionales, pues se reitera, la tutela, por su carácter residual, se constituye en la última ratio a la cual deben acudir los ciudadanos cuando consideren que sus derechos y garantías fundamentales han sido conculcados en el devenir de un proceso judicial. 

Acorde con lo antes expuesto, la Colegiatura es de la opinión que en el caso en estudio se hace evidente que el accionante ha desconocido el carácter subsidiario y residual de la querella de amparo constitucional, si partimos de la base consistente en  que en la actualidad no ha culminado el proceso penal por medio del cual se están investigando los hechos delictivos en que pudo haber incurrido el señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ, tanto es así que ni siquiera ha empezado a surtirse la fase procesal que sería la idónea para que la Defensa le proponga al Juzgado, al cual se le asigne la competencia en la fase del juzgamiento, las irregularidades procesales denunciadas en la presente acción de tutela, las cuales podrían ser aducidas como hipotéticas causales de nulidad procesal. 
En este punto, es importante hacer referencia a lo que al respecto ha dicho la Corte Constitucional, cuando ha enfatizado que el Juez de tutela se encuentra prácticamente inhabilitado para pronunciarse sobre asuntos que están pendientes por definirse en las vías ordinarias ante el juez natural:    

“5.1. Improcedencia de la acción de tutela contra providencia judicial cuando el proceso aún se encuentra en trámite.
La Corte Constitucional ha señalado que el requisito de subsidiariedad cuando se atacan decisiones judiciales, se puede presentar en dos escenarios: (i) cuando el proceso ha concluido; o (ii) se encuentra en curso. En el segundo de los escenarios, la intervención del juez constitucional está vedada en principio, toda vez que la acción de tutela no constituye un mecanismo alternativo o paralelo para resolver problemas jurídicos que deben ser resueltos al interior del trámite ordinario. Sobre el particular en la sentencia T-113 de 2013 se consignó:

“En efecto, al estudiar el requisito de subsidiariedad en estos casos se pueden presentar dos escenarios: i) que el proceso haya concluido [33]; o ii) que el proceso judicial se encuentre en curso [34]. Lo anterior constituye un factor para diferenciar el papel del juez constitucional en cada caso, de una parte, si se enfrenta a la revisión de la actuación judicial de un proceso concluido deberá asegurarse que la acción de amparo no se está utilizando para revivir oportunidades procesales vencidas, que se agotaron todos los recursos previstos por el proceso judicial para cuestionar las decisiones impugnadas y que no se emplea la acción de amparo como una instancia adicional. De otra parte, si el proceso se encuentra en curso la intervención del juez constitucional está en principio vedada, pues como se sabe la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo pero puede resultar necesaria para evitar un perjuicio irremediable que comprometa la vulneración de derechos fundamentales.”

En tal sentido, la Corte ha sido enfática al considerar que la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo en la resolución de conflictos, por lo que no es dable la intromisión de la jurisdicción constitucional en la órbita propia de la justicia ordinaria sino cuando se presentan unas especialísimas circunstancias que hacen procedente el amparo [35]. Es así como esta Corporación ha precisado algunas razones que resaltan la importancia del estudio del requisito de subsidiariedad a fin de determinar la procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales[36], dentro de las que se destaca el respeto por el debido proceso propio de cada actuación judicial. En concreto se indicó:

“Las etapas, recursos y procedimientos que conforman un proceso, son el primer espacio de protección de los derechos fundamentales de los asociados, especialmente en lo que tiene que ver con las garantías del debido proceso. Es en este sentido que la sentencia C-543/92 puntualiza que: ‘tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso, tal como lo acreditan sus remotos orígenes’. Por tanto, no es admisible que el afectado alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental cuando no ha solicitado el amparo de sus derechos dentro del proceso, pues, en principio, el ordenamiento jurídico le ha dotado de todas las herramientas necesarias para corregir durante su trámite las irregularidades procesales que puedan afectarle.”.
 (negrillas y subrayas por fuera del texto original) 

Por otra parte, si tenemos en cuenta los reclamos formulados por el apelante, observamos que en el mismo incurre en un notorio desconocimiento del principio de la lógica de la no contradicción, puesto a que a pesar de que aduce que al momento de tomar las decisiones de fondo, los Juzgados accionados no tuvieron en cuenta los argumentos formulados por la Defensa, pero extrañamente vemos que el mismo accionante en la narración de los hechos reconoce y admite que la Jueza de Garantías se pronunció frente a cada punto expuesto como argumento defensivo en favor del señor FERNANDO MUÑOZ, y a pesar de ello, no salió beneficiado en el acucioso análisis realizado por la Jueza de instancia.

Bajo estas premisas, se observa que las Jueces demandadas adoptaron una decisión motivada y debidamente fundamentada, cosa muy diferente es que haya resultado adversa a los intereses del señor FERNANDO MUÑOZ, lo cual no resulta como un presupuesto suficiente para apreciar una vía de hecho que se pueda predicar de la misma, máxime cuando el hecho de haber decretado una medida de aseguramiento privativa de la libertad en contra del señor MUÑOZ DUQUE no se constituye en sí en un prejuzgamiento, ni en una decisión de fondo frente a la responsabilidad penal de este último en relación con los cargos que se le endilgan, sin embargo, pues se trata de una medida cautelar la cual fue tomada en uso de sus atribuciones legales por unas Jueces que cumplen las funciones de Control de Garantías, quienes, después de analizar de manera integral los medios de conocimiento puestos a su disposición, llegaron a la conclusión consistente en que se satisfacían los requisitos formales  y sustanciales, así como los requisitos de justificación y de necesidad, necesarios para poder definir la situación jurídica del Procesado FERNANDO JOSÉ MUÑOZ DUQUE  con la medida de aseguramiento de detención preventiva. 
Aunado a lo anterior, esta Sala considera que existen potísimas razones para considerar que la acción de tutela está siendo pervertida aviesamente por el libelista, quien pretende hacer uso de la querella de amparo como herramienta para prolongar un debate que se llevó en debida forma en el escenario procesal idóneo para el mismo, como lo son las audiencias preliminares que se llevaron a cabo ante los Jueces de Control de Garantías, en los cuales se le permitió a la Defensa ejercer el derecho que le asiste a oponerse, controvertir y contradecir las pretensiones perseguidas por el Ente Acusador. 
Por otro lado, no resulta menos importante mencionar que el accionante en la formulación de sus pretensiones incurre en un gran contrasentido, pues aquella que fue planteada incluso como petición preliminar, como era la de suspender la audiencia de Formulación de Acusación, nuevamente raya con un desconocimiento del aludido principio de la lógica de “la no contradicción”, según el cual “una cosa no puede ser y no ser al mismo tiempo”. Tal vulneración del aludido principio se vislumbra a partir del momento en el que el demandante solicitó como medidas cautelares la suspensión de la audiencia de acusación, lo cual como ya se dijo se tornaba en algo contradictorio, porque si la audiencia de formulación de la acusación ha sido diseñada como el escenario propio del saneamiento del proceso, en la cual las partes pueden formular las peticiones de nulidad que consideren pertinentes, es obvio que al pretender torpedear el libelista la celebración de la audiencia de acusación, de contera está buscando que no se dé a nivel de la actuación penal ese escenario procesal en el cual, como ya se dijo, válidamente puede aducir como causales de nulidades las supuestas máculas procesales que ha denunciado mediante la presente acción de tutela. 
Finalmente, frente a lo poco o nada que podría sospechar esta Colegiatura frente a una deficiencia en el descubrimiento probatorio en que supuestamente incurrió la Fiscalía al momento de la realización de la audiencia de Control de Garantías, que según él incidió para que la Jueza que dirigió esa audiencia adoptara decisiones desfavorables para el señor FERNANDO MUÑOZ, “sin que la defensa tuviera las herramientas para controvertir sus fundamentos”, se recordará que precisamente la audiencia preliminar de Formulación de la Imputación, así como la de la definición de situación jurídica con medida de aseguramiento, se caracterizan por contar con un descubrimiento probatorio limitado o restringido, en cuya virtud, el Ente Acusador sólo está obligado a exhibir los elementos materiales probatorios que permitan entrever una inferencia razonable de autoría sobre el Procesado como posible responsable de los delitos que se le endilgan. Y tal sentido, la Fiscalía actuó en el presente acorde con las características de ese descubrimiento probatorio precario, por lo que obviamente no pueden ser de recibo los reproches formulados por el Demandante en el sentido que se le ocultaron pruebas, porque se reitera el descubrimiento probatorio integral, solo opera en otra fase del proceso penal completamente diferente a la de las audiencias preliminares. 
De lo antes expuesto se desprende que lo pretendido por el accionante, es obligar al Juez de tutela a que haga un análisis probatorio que en el marco de sus competencias no está llamado a hacer, ya que tal controversia deberá ser objeto de litigio que se ha de adelantar en la fase procesal del juzgamiento ante los Jueces competentes. 
Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, resulta evidente que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que el accionante pretende usar la acción de tutela como mecanismo para agilizar la obtención de los resultados que se esperan del proceso ordinario, o como una tercera instancia de lo allí decidido preliminar y preventivamente.  

De acuerdo a todo lo dicho hasta ahora, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada, al no haberse acreditado las reglas para su eventual procedencia. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo constitucional deprecada por el apoderado judicial del señor FERNANDO JOSÉ MUÑOZ en contra de los JUZGADOS SEXTO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTÍAS y SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO, ambos de Pereira; ello, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-060 de 2016 (reiteración jurisprudencial”


� Sentencia T-396 de 2014.
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